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OPINIÓN

Las marcas constituyen activos intangibles que en 
determinadas circunstancias pueden alcanzar un alto 
valor, por lo que su adecuada gestión puede prevenir 
conflictos complejos. Lo anterior queda en evidencia 
luego de que se desatara una polémica entre Daniel 
“Huevo” Fuenzalida y Rosario Bravo, a propósito del 
registro de la marca “Dónde están los weones”. Lo 
ocurrido no es un hecho aislado: tanto personas como 
empresas suelen verse envueltas en disputas similares 
por desconocimiento o falta de previsión. Las marcas, al 
igual que un bien raíz por ejemplo, pueden ser inscritas o 
registradas a nombre de una persona natural, un grupo de 
personas o una o más persona jurídica. Así, varias personas 
pueden ser dueñas de la misma en la misma o distinta 
proporción.  Si alguien desea identificar un producto o 
servicio con un determinado signo, debe presentar una 
solicitud ante el Instituto Nacional de Propiedad Industrial 
(INAPI). Si la marca fue creada y es utilizada por más 
de una persona, debe ser solicitada a nombre de todos 
los involucrados; y si se crea y explota a través de una 
sociedad, corresponde que sea esta quien la registre. En 
el caso de Fuenzalida y Bravo, al tratarse de un podcast 
desarrollado conjuntamente, lo razonable habría sido 
registrar la marca a nombre de ambos participantes. Sin 
ánimo de justificar, lo cierto es que el “error” cometido 
por Fuenzalida es más frecuente de lo que se piensa. 
Por desconocimiento, muchas personas registran a título 
personal marcas que, en justicia, deberían pertenecer a un 
conjunto de personas o a una empresa. ¿Significa esto 
que todo está perdido? Afortunadamente no. Al igual 
que otros derechos de propiedad, los derechos marca-
rios pueden transferirse total o parcialmente, mediante 
un procedimiento ante INAPI. Esta transferencia debe 
acreditarse formalmente, por ejemplo, a través de un 
contrato. Y eso es justamente lo que hizo Fuenzalida, 
transfirió el registro marcario de “Dónde están los weo-
nes” a Bravo. El problema se da en aquellos casos en 
que la persona que registró la marca a su nombre no 
está dispuesta a transferir el dominio de la misma. Sin 
embargo, tampoco está todo perdido, pues si el registro 
fue realizado de mala fe por uno de los involucrados, la 
ley contempla mecanismos para impugnar. Tanto la 
solicitud en trámite como el registro ya concedido. Si la 
marca ha sido solicitada y está en trámite, sería posible 
presentar una demanda de oposición a la solicitud. Si 
la marca ya se hubiera concedido, se podría presentar 
una demanda de nulidad marcaria. En ambos casos, el 
fundamento sería la causal de irregistrabilidad de la letra 
k) del artículo 20 de la Ley de Propiedad Industrial No. 
19.039, que prohíbe el registro de signos contrarios a 
la ética mercantil y a la competencia leal.

Cuando la marca es de 
más de uno: lecciones del 
caso Fuenzalida-Bravo

Lo ocurrido con el ciudadano venezolano Alberto 
Carlos Mejía Hernández, imputado por el ase-
sinato del empresario conocido como el “Rey 
de Meiggs”, es una vergüenza nacional. Hoy 
sabemos que fue liberado por un conjunto de 
errores administrativos, judiciales y policiales 
que evidencian la fragilidad del sistema frente 
al crimen organizado.

Este sicario ingresó irregularmente al país, utilizó 
una identidad falsa —Osmar Ferrer— y bajo ese 
nombre fue detenido, formalizado y puesto en 
prisión preventiva. Pero a las pocas horas, salió 
libre debido a una cadena de documentos mal 
gestionados por el Octavo Juzgado de Garantía de 
Santiago, donde incluso se firmó una resolución 
que anulaba la medida cautelar, y fue esa la que 
Gendarmería ejecutó.

¿El resultado? Un sicario en libertad, pese a 
que desde las 14:13 horas del mismo día se 
había informado por correo a Gendarmería que 
debía mantenerse en prisión. Nadie lo corrigió a 

tiempo. Nadie asumió responsabilidad.
Este no es un simple “descuido”. Es un caso que 

compromete la credibilidad del Poder Judicial, 
Gendarmería, Carabineros y la PDI. Es la mani-
festación de un Estado desbordado por los vacíos 
en control migratorio, verificación de identidad 
y coordinación interinstitucional.

Hoy, Interpol y las policías chilenas intentan 
enmendar el desastre con una nueva alerta 
internacional con su verdadero nombre. Pero el 
daño ya está hecho. Y lo más grave: aún no se 
ha determinado si este error fue producto de la 
incompetencia o de una acción deliberada.

Cuando un asesino a sueldo vinculado al Tren 
de Aragua puede engañar a todo un sistema y 
salir caminando en libertad, no basta con emitir 
declaraciones o crear comisiones investigadoras. 
El país exige sanciones, respuestas claras y, sobre 
todo, garantías de que esto no volverá a repetirse. 
Porque la seguridad de todos los chilenos no 
puede quedar al arbitrio de un sistema negligente.

Liberar a un sicario: el precio de la negligencia estatal
El caso de Alberto Carlos Mejía es el reflejo más crudo de un sistema que está 

fallando. Alguien debe asumir responsabilidades.

EDITORIAL

Más del 40% de los estudiantes 
de enseñanza media opta por la 
educación técnico-profesional 

(ETP), pero nuestro país la sigue 
tratando como un sistema de 
segunda categoría. Mientras las 
industrias demandan técnicos en 
automatización, IA, ciberseguridad 
y energías limpias, muchos liceos 
técnicos aún operan con talleres 
obsoletos, currículos desactua-
lizados y docentes que, en un 
33%, no poseen título pedagógico 
(Agencia de Calidad, 2024).

La OCDE (2023) y la UNESCO 
(2022) han sido claras: el vín-
culo entre formación técnica, 
innovación y sector productivo 
es clave para la competitividad. 
Países como Alemania y Corea 

del Sur lo entendieron hace déca-
das mediante la educación dual, 
que articula aprendizaje escolar 
con práctica en empresas. Chile, 
en cambio, avanza con progra-
mas aislados y financiamiento 
insuficiente.

Urge instalar la educación dual 
como política nacional, invertir 
más allá de la subvención e invo-
lucrar a las empresas como socios 
estratégicos en la formación. 
Cada año que retrasamos esta 
transformación, aumentamos 
la brecha con los países que ya 
apuestan por el conocimiento y la 
tecnología. El futuro no esperará.

Educación 
técnica: la 
deuda pendiente
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